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Boletines Oficiales 

 BOC nº 128 de 29.06.2022 

CANARIAS. VOLCÁN LA PALMA. PLAZO PRESENTACIÓN. ORDEN de 17 de junio de 2022, 
por la que se amplía el plazo de presentación de determinadas autoliquidaciones por 
parte de obligados tributarios con domicilio fiscal o establecimiento permanente 
principal en La Palma, y se fijan reducciones a aplicar al porcentaje de ingreso a cuenta 
correspondiente al segundo y tercer trimestre del año 2022 en el régimen simplificado 
del Impuesto General Indirecto Canario, y se adoptan otras medidas tributarias. 

 

Artículo 1. Ampliación excepcional de determinados plazos de presentación de autoliquidaciones 
periódicas. 

Para los sujetos pasivos del Impuesto General Indirecto Canario o del Arbitrio sobre Importaciones y 
Entregas de Mercancías en las Islas Canarias, con domicilio fiscal o establecimiento permanente 
principal en La Palma, se amplía hasta el día 30 de septiembre de 2022 el plazo de presentación de las 
autoliquidaciones periódicas trimestrales de los citados tributos correspondientes al periodo d e 
liquidación del segundo trimestre de 2022, y hasta el día 2 de enero de 2023 los correspondientes al 
periodo de liquidación del tercer trimestre de 2022. 

El plazo de presentación será, respectivamente, hasta el día 26 de septiembre de 2022 y el 26 de 
diciembre del mismo año, en el supuesto de utilizar la domiciliación bancaria como medio de pago en 
efectivo de la deuda tributaria resultante de la autoliquidación. 

Artículo 2. Reducciones a aplicar al porcentaje de ingreso a cuenta correspondiente al segundo y tercer 
trimestre del año 2022 en el régimen simplificado del Impuesto General Indirecto Canario.  

1. Los sujetos pasivos del Impuesto General Indirecto Canario acogidos al régimen simplificado, con 
domicilio fiscal o establecimiento permanente principal en la isla de La Palma, que desarrollen 
actividades empresariales o profesionales en esa isla, incluidas en el Anexo II de la Orden de 23 de 
diciembre de 2019, por la que se fijan los índices, módulos y demás parámetros del régimen simplificado 
del Impuesto General Indirecto Canario para el año 2020, a los efectos de la determinación del importe 
del ingreso a cuenta correspondiente al segundo y tercer trimestre del año 2022, podrán reducir en un 
10 por ciento los porcentajes señalados en el número 3 de las Instrucciones para la aplicación de los 
índices o módulos en el Impuesto General Indirecto Canario. No obstante, dicho porcentaje será del 30 
por ciento cuando se trate de sujetos pasivos con domicilio fiscal o establecimiento permanente 
principal en los municipios de Los Llanos de Aridane, El Paso, Tazacorte y Fuencaliente.  

2. Los sujetos pasivos del Impuesto General Indirecto Canario acogidos al régimen simplificado, con 
domicilio fiscal o establecimiento permanente principal en los municipios de Los Llanos de Aridane, El 
Paso o Tazacorte, que desarrollen actividades empresariales o profesionales en dichos municipios, 
incluidas en el Anexo II de la Orden de 23 de diciembre de 2019, por la que se fijan los índices, módulos 
y demás parámetros del régimen simplificado del Impuesto General Indirecto Canario para el año 2020, 
a los efectos de la determinación del importe del ingreso a cuenta correspondiente al segundo y tercer 
trimestre del año 2022, podrán reducir en un 100 por cien los porcentajes señalados en el número 3 de 
las Instrucciones para la aplicación de los índices o módulos en el Impuesto General Indirecto Canario, 
siempre y cuando se cumplan las siguientes condiciones: 

http://www.gobiernodecanarias.org/boc/2022/128/001.html
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a) Que los medios materiales utilizados en el desarrollo de la actividad empresarial o profesional a la 
que resulte de aplicación el régimen simplificado estén afectados por la erupción volcánica, y que, como 
consecuencia de los daños sufridos, hayan tenido que suspender el ejercicio de la actividad.  

b) Que no hayan cesado en el desarrollo de la citada actividad empresarial o profesional afectada por la 
erupción volcánica, por tener la intención, confirmada por elementos objetivos, de reanudar dicha 
actividad antes del día 31 de diciembre de 2022. 

Disposición adicional única. Prórroga de la autorización a las tiendas libres de impuestos para la venta 
por comercio electrónico. 

1. Con efectos desde el día 1 de agosto de 2022 y hasta el día 31 de diciembre de 2022, se autoriza a las 
tiendas libres de impuestos a que efectúen ventas por comercio electrónico, excepto labores del tabaco, 
a particulares aunque no se trate de viajeros. 

2. En los supuestos a que se refiere el apartado anterior, las tiendas libres de impuestos deberán 
efectuar con carácter previo el despacho a consumo de dichas mercancías, y cumplir con el conjunto de 
las obligaciones y deberes de naturaleza tributaria derivada de la normativa reguladora de los impuestos 
gestionados por la Agencia Tributaria Canaria. 

Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 

A la entrada en vigor de la presente Orden se deroga la Orden de 25 de octubre de 1995, de la Consejería 
de Economía y Hacienda, por la que se regula el tráfico interinsular de mercancías.  

Disposición final única. Entrada en vigor. 

La presente Orden entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de Canarias  
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 Normas en tramitación 
MODELO 172 y MODELO 173. Se inicia la información pública del Proyecto de Orden por 
la que se aprueban el modelo 172 "Declaración informativa sobre saldos en monedas 
virtuales" y el modelo 173 "Declaración informativa sobre operaciones con monedas 
virtuales", y se establecen las condiciones y el procedimiento para su presentación".  
 

RESUMEN: será de aplicación a las operaciones correspondientes al 
ejercicio 2022 
Fecha: 27/06/2022 
Fuente: web del Ministerio de Hacienda 
Enlaces:  Acceder al Proyecto 

 

Entrada en vigor: (DF 2ª) 

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado» y será de aplicación por primera vez para la presentación del modelo 172, de 
“Declaración informativa sobre saldos en monedas virtuales” y del modelo 173, de “Declaración 
informativa sobre operaciones con monedas virtuales”  correspondientes al ejercicio 2022 que 
deba realizarse en el mes de enero de 2023. 

 

 

MODELO 172: “Declaración informativa sobre saldos en monedas virtuales”  

→ Se aprueba el modelo (art. 1) 

→ Obligados a presentar: (art. 2) 

Son los delimitados en el apartado 1 del artículo 39 bis del Reglamento General de las 
actuaciones y los procedimientos de Gestión e Inspección Tributaria (todavía no publicada este 
artículo 39 bis – ver Proyecto) 

Las personas y entidades residentes en España y los establecimientos permanentes en territorio 
español de personas o entidades residentes en el extranjero, que proporcionen servicios para 
salvaguardar claves criptográficas privadas en nombre de terceros, para mantener, almacenar y 
transferir monedas virtuales, ya se preste dicho servicio con carácter principal o en conexión 
con otra actividad, vendrán obligadas a presentar una declaración informativa anual referente a 
la totalidad de las monedas virtuales respecto de las que salvaguarden las claves criptográficas 
privadas, en los términos que establezca la orden ministerial por la que se apruebe el modelo 
correspondiente. 

→ Objeto de la información: (art. 3) 

Son los delimitados en el artículo 39 bis del Reglamento General de las actuaciones y los 
procedimientos de Gestión e Inspección Tributaria (todavía no publicada este artículo 39 bis – 
ver Proyecto) 

La información a suministrar a la Administración tributaria comprenderá el nombre y apellidos 
o razón social o denominación completa y número de identificación fiscal de las personas o 

https://www.hacienda.gob.es/Documentacion/Publico/NormativaDoctrina/Proyectos/27062022-ProyectoOM-modelo-172-173.pdf
https://www.hacienda.gob.es/Documentacion/Publico/NormativaDoctrina/Proyectos/17062022-proyecto-rd-desarrollo-ley-fraude.pdf
https://www.hacienda.gob.es/Documentacion/Publico/NormativaDoctrina/Proyectos/17062022-proyecto-rd-desarrollo-ley-fraude.pdf
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entidades a quienes correspondan en algún momento del año las claves criptográficas privadas, 
ya sea como titulares, autorizados o beneficiarios, las claves públicas vinculadas a dichas claves 
privadas y los saldos a 31 de diciembre.  

La información relativa a los saldos incluirá, para cada moneda virtual, el tipo de moneda virtual, 
el número de unidades de moneda virtual a 31 de diciembre y su valoración en euros. A efectos 
de determinar el número de unidades de cada tipo de moneda virtual existentes a 31 de 
diciembre, se indicará el número de unidades existentes al inicio del año y el número total de 
unidades que se han recibido y enviado durante el año en relación con cada clave pública y 
moneda virtual.  

Asimismo, se deberá informar de los saldos a 31 de diciembre de moneda fiduciaria que, en su 
caso, mantengan por cuenta de terceros, respecto de los que proporcionarán los mismos datos 
identificativos de su titular, autorizado o beneficiario a que se refiere el primer párrafo de este 
apartado, así como su valoración en euros cuando la moneda sea distinta del euro.  

→ Plazo: (Art. 4) 

Tendrá carácter anual y su plazo de presentación será el mes de enero del año siguiente al que 
se corresponda la información declarada. 

 

MODELO 173: “Declaración informativa sobre operaciones con monedas virtuales”  

→ Se aprueba el modelo (art. 5) 

→ Obligados a presentar: (art. 6) 

Son los delimitados en el apartado 1 del artículo 39 Ter del Reglamento General de las 
actuaciones y los procedimientos de Gestión e Inspección Tributaria (todavía no publicada este 
artículo 39 ter – ver Proyecto) 

Las personas y entidades residentes en España y los establecimientos permanentes en territorio 
español de personas o entidades residentes en el extranjero, que proporcionen servicios de 
cambio entre monedas virtuales y moneda fiduciaria o entre diferentes monedas virtuales, 
intermedien de cualquier forma en la realización de dichas operaciones o proporcionen servicios 
para salvaguardar claves criptográficas privadas en nombre de terceros, para mantener, 
almacenar y transferir monedas virtuales, vendrán obligadas a presentar una declaración 
informativa anual referente a las operaciones de adquisición, transmisión, permuta y 
transferencia de monedas virtuales, sea cual sea la contraprestación pactada, en su caso, así 
como los cobros y pagos realizados en dichas monedas, en las que intervengan o medien, en los 
términos que establezca la orden ministerial por la que se apruebe el modelo correspondiente.  

→ Objeto de la información: (art. 7) 

Son los delimitados en el artículo 39 Ter del Reglamento General de las actuaciones y los 
procedimientos de Gestión e Inspección Tributaria (todavía no publicada este artículo 39 bis – 
ver Proyecto) 

La información a suministrar a la Administración tributaria comprenderá el nombre y apellidos 
o razón social o denominación completa y número de identificación fiscal de los sujetos que 
efectúen las operaciones señaladas en el apartado anterior, con indicación de su fecha de 
registro inicial en la plataforma de los sujetos obligados a presentar la declaración informativa.  
Respecto de cada operación, la información a suministrar a la Administración tributaria 
comprenderá el tipo de operación, la fecha de la operación, las claves públicas o direcciones 
públicas de origen y destino asociadas a las monedas virtuales recibidas o entregadas, el tipo y 
el número de unidades de moneda virtual adquirida, transmitida, permutada o transferida, el 

https://www.hacienda.gob.es/Documentacion/Publico/NormativaDoctrina/Proyectos/17062022-proyecto-rd-desarrollo-ley-fraude.pdf
https://www.hacienda.gob.es/Documentacion/Publico/NormativaDoctrina/Proyectos/17062022-proyecto-rd-desarrollo-ley-fraude.pdf
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valor en euros por el que se efectúa la operación y, en su caso, las comisiones y gastos asociados 
a la operación y que vaya a percibir el sujeto obligado a proporcionar la información.  
En el caso de que exista contraprestación, y el sujeto obligado a proporcionar la información sea 
quien la satisfaga o perciba, intermedie en su percepción o entrega o tenga conocimiento de 
ella, se informará asimismo de si ésta consiste en moneda fiduciaria, en otra moneda o activo 
virtual, en bienes o servicios o en una combinación de las anteriores.  
Cuando la operación no lleve aparejada contraprestación en moneda fiduciaria en su totalidad, 
y, por tanto, resulte necesario efectuar la valoración de la operación en euros, los sujetos 
obligados tomarán la cotización media que ofrezcan las principales plataformas de negociación 
en la fecha en la que se haya efectuado la operación o, en su defecto, se servirán de mecanismos 
comúnmente utilizados de valoración que proporcionen una estimación razonable del valor de 
mercado en euros de la moneda virtual en la fecha en la que se haya efectuado la operación. A 
este respecto, se indicará la cotización o valor utilizado para efectuar tal valoración.  
Las personas y entidades residentes en España y los establecimientos permanentes en territorio 
español de personas o entidades residentes en el extranjero, que realicen ofertas iniciales de 
nuevas monedas virtuales, vendrán también obligadas a presentar esta declaración informativa 
anual con la información prevista en el apartado anterior referente a las entregas de nuevas 
monedas virtuales que efectúen a cambio de otras monedas virtuales o de moneda fiduciaria, 
en los términos que establezca la orden ministerial por la que se apruebe el modelo 
correspondiente.  
No obstante, cuando las ofertas iniciales de nuevas monedas virtuales se realicen con la 
intermediación de alguno de los sujetos obligados a que se refiere el apartado 1 de este artículo, 
la declaración informativa anual deberá realizarla este último, cualquiera que sea la residencia 
de la persona o entidad que realice la oferta inicial de nuevas monedas virtuales, e incluirá la 
identificación de ésta y la información prevista en el apartado anterior referente a todas las 
operaciones a las que se refiere el apartado 1 de este artículo que se efectúen, en su caso, en el 
marco de dicha oferta inicial, en los términos que establezca la orden ministerial por la que se 
apruebe el modelo correspondiente. 

→ Plazo: (Art. 8) 

Tendrá carácter anual y su plazo de presentación será el mes de enero del año siguiente al que 
se corresponda la información declarada. 
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 Consulta de la DGT 
IS. GASTOS NO DEDUCIBLES. Se pregunta si el ajuste positivo de la base imponible del IS 
por recargos debe realizarse en el año en que se recibe la notificación del recargo 
correspondiente o en el año en que se efectúa el pago del mismo. La AEAT responde que se 
hará en el periodo impositivo en que haya tenido lugar el registro contable del gasto 
correspondiente a tales recargos 
 

Fecha: 29/03/2022 
Fuente: web de la AEAT 
Enlaces:  Consulta V0675-22 de 29/03/2022 

 

La entidad consultante, tras diversos incumplimientos en el pago de tributos, ha recibido en los periodos 
impositivos 2018, 2019 y 2020, diversas NOTIFICACIONES DE RECARGOS DE APREMIO Y RECARGOS POR 
DECLARACIÓN EXTEMPORÁNEA. Estos recargos no siempre se pagaban en el año en que se recibía la 
notificación, por lo que la entidad consultante se encuentra con situaciones en las que una notificación de 
recargo recibida en un año se pagaba en el año siguiente o en años posteriores. 

Los recargos de apremio y por declaración extemporánea son importes conocidos, exigibles, vencidos y 
líquidos desde el momento en que se notifican, y solo se cancelan cuando se pagan. Dado que dichos 
recargos no son deducibles en el Impuesto sobre Sociedades, se debe realizar un ajuste positivo de la base 
para no deducir los gastos referentes a los citados recargos. 

Si el ajuste positivo de la base imponible del Impuesto sobre Sociedades debe realizarse en el año en que se 
recibe la notificación del recargo correspondiente o en el año en que se efectúa el pago del mismo. 

Se debe practicar un ajuste extracontable positivo en virtud del artículo 15 c) de la LIS, en el periodo 
impositivo en que haya tenido lugar el registro contable del gasto correspondiente a tales recargos. 

 

  

https://petete.tributos.hacienda.gob.es/consultas/?num_consulta=V0675-22
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 Sentencia de interés 
IS. RETENCIONES.  El arrendador no puede deducir las retenciones procedentes del alquiler 
de inmuebles cuyas rentas no se han pagado 
 

RESUMEN: el arrendador que no percibió ninguna renta por los 
arrendamientos no podrá deducir retención alguna. 
Fecha: 24/05/2022 
Fuente: web del Poder Judicial 

Enlaces:  Sentencia del TS de 10/03/2021 

 

La conclusión es que a efectos del impuesto sobre sociedades, en supuestos de rendimientos por 
arrendamiento de inmuebles, conforme al art. 17.3 TRLIS (vigente artículo 19.3 LIS), se precisa para su 
aplicación -como presupuesto de hecho- la existencia de un flujo monetario, esto es el pago del alquiler por 
el arrendatario.  

En el caso que nos ocupa el arrendador no percibió la renta sobre los inmuebles arrendados, por lo que a los 
efectos que interesan conlleva que no pueda considerarse que se ha producido retención alguna y, en 
consecuencia, sin que proceda deducción, ni, claro está, la devolución obtenida y confirmada por la sentencia 
impugnada; por lo que no resulta aplicable el art. 139.2 del Real Decreto Legislativo 4/2004, en tanto que no 
cabe entender que se haya producido cantidad alguna retenida, ni efectivamente ni presuntamente, al no 
haberse hecho pago de las rentas del arrendamiento. 

  

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/113d82cc54e6ba88/20210408
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 Sentencia del TSJUE 
ESPAÑA. RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. Responsabilidad del Estado por los daños 
causados a los particulares por infracción del Derecho de la Unión: España ha incumplido 
las obligaciones que le incumben en virtud del principio de efectividad  

 

RESUMEN: En cambio, el Tribunal de Justicia considera que el sistema de 
responsabilidad patrimonial del Estado legislador en caso de infracción del 
Derecho de la Unión no vulnera el principio de equivalencia  
Fecha: 28/06/2022 
Fuente: web del TSJUE 
Enlace: Recurso, Conclusiones y Sentencia C-278/20 

El principio de la responsabilidad del Estado por daños causados a los particulares por las infracciones 
del Derecho de la Unión que le son imputables es inherente al sistema de los Tratados. Este principio es 
válido con independencia de cuál sea el órgano del Estado miembro a cuya acción u omisión se deba la 
infracción. Los particulares perjudicados tienen derecho a ser resarcidos desde el momento en que se 
cumplan los tres requisitos para que el Estado incurra en responsabilidad: la norma infringida del 
Derecho de la Unión debe tener por objeto conferir derechos a los particulares; la infracción de esta 
norma debe estar suficientemente caracterizada, y debe existir una relación de causalidad directa entre 
tal infracción y el perjuicio sufrido por los particulares. No obstante, incumbe al Estado, en el marco del 
Derecho nacional en materia de responsabilidad, reparar las consecuencias del perjuic io causado, 
entendiéndose que los requisitos establecidos por las legislaciones nacionales en materia de 
indemnización de daños no pueden ser menos favorables que los que se aplican a reclamaciones 
semejantes de naturaleza interna (principio de equivalencia) y no pueden articularse de manera que 
hagan en la práctica imposible o excesivamente difícil obtener la indemnización (principio de 
efectividad).  

La Comisión Europea interpuso un recurso por incumplimiento contra España basándose en la 
vulneración de estos principios. A raíz de una serie de quejas formuladas por particulares, la Comisión 
inició un procedimiento EU Pilot contra dicho Estado miembro, en relación con los artículos 32 y 34 de 
la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público. El citado procedimiento, que resultó infructuoso, 
concluyó y la Comisión inició un procedimiento de incumplimiento contra España, en el que solicitaba 
al Tribunal de Justicia que declarase que dicho Estado miembro había incumplido las obligaciones que 
le incumbían en virtud de los principios de efectividad y de equivalencia.  

Mediante su sentencia de hoy, el Tribunal de Justicia, constituido en Gran Sala, estima parcialmente el 
recurso de la Comisión y declara que España ha incumplido las obligaciones que le incumbe n en virtud 
del principio de efectividad al adoptar y mantener en vigor las disposiciones impugnadas, en la medida 
en que estas someten la indemnización de los daños ocasionados a los particulares por el legislador 
español como consecuencia de la infracción del Derecho de la Unión:  

- al requisito de que exista una sentencia del Tribunal de Justicia que haya declarado el carácter contrario 
al Derecho de la Unión de la norma con rango de ley aplicada;  

- al requisito de que el particular perjudicado haya obtenido, en cualquier instancia, una sentencia firme 
desestimatoria de un recurso contra la actuación administrativa que ocasionó el daño, sin establecer 
ninguna excepción para los supuestos en los que el daño deriva directamente de un acto u omisión del 
legislador, contrarios al Derecho de la Unión, cuando no exista una actuación administrativa 
impugnable;  

https://curia.europa.eu/juris/documents.jsf?num=C-278/20
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- a un plazo de prescripción de un año desde la publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea de 
la sentencia del Tribunal de Justicia que declare el carácter contrario al Derecho de la Unión de la norma 
con rango de ley aplicada, sin abarcar aquellos supuestos en los que no exista tal sentencia, y  

 - al requisito de que solo son indemnizables los daños producidos en los cinco años anteriores a la fecha 
de dicha publicación, salvo que la sentencia disponga otra cosa.  

En primer lugar, el Tribunal de Justicia recuerda que supeditar la reparación, por un Estado miembro, 
del daño que haya causado a un particular al infringir el Derecho de la Unión a la exigencia de una 
declaración previa, por parte del Tribunal de Justicia, de un incumplimiento del Derecho de la Unión 
imputable a dicho Estado miembro es contrario al principio de efectividad de este Derecho. Asimismo, 
la reparación del daño causado por una infracción del Derecho de la Unión imputable a un Estado 
miembro no puede estar subordinada al requisito de que una sentencia dictada por el Tribunal de 
Justicia con carácter prejudicial declare la existencia de dicha infracción. Por consiguiente, la reparación 
del daño causado por un Estado miembro, incluso por el legislador nacional, como consecuencia de una 
infracción del Derecho de la Unión no puede estar subordinada, en todo caso, sin vulnerar el principio 
de efectividad, al requisito de que el Tribunal de Justicia haya dictado con carácter previo una sentencia 
que declare el incumplimiento del Derecho de la Unión por parte del Estado miembro de que se trate o 
de la que resulte la incompatibilidad con el Derecho de la Unión del acto u omisión que haya  originado 
el daño.  

En segundo lugar, por lo que respecta a la responsabilidad de un Estado miembro por infracción del 
Derecho de la Unión, la persona perjudicada debe dar pruebas de que ha adoptado una diligencia 
razonable para evitar el perjuicio o limitar su magnitud; en cambio, sería contrario al principio de 
efectividad obligar a los perjudicados a ejercitar sistemáticamente todas las acciones de que dispongan  
aunque ello les ocasione dificultades excesivas o no pueda exigírseles razonablemente que las ejerciten. 
Por consiguiente, si bien el Derecho de la Unión no se opone a la aplicación de una norma nacional que 
establece que un particular no puede obtener la reparación de un perjuicio que no ha evitado 
ejercitando una acción judicial, esto solo es posible siempre y cuando el ejercicio de dicha acción judicial 
no ocasione dificultades excesivas al perjudicado o cuando pueda razonablemente exigirse a este dicho 
ejercicio. No obstante, cuando el daño deriva de un acto u omisión del legislador contrarios al Derecho 
de la Unión, sin que exista una actuación administrativa que el particular pueda impugnar, el requisito 
de que el particular haya obtenido una sentencia firme en un recurso contra la actuación administrativa 
hace imposible obtener una indemnización, ya que el particular perjudicado no puede interponer un 
recurso ante un órgano jurisdiccional. 

En tercer lugar, por lo que respecta al plazo de prescripción de un año desde la publicación en el Diario 
Oficial de la sentencia del Tribunal de Justicia que declare el carácter contrario al Derecho de la Unión 
de la norma, dado que la reparación del daño causado como consecuencia de una infracción del Derecho 
de la Unión no puede estar subordinada al requisito de que exista dicha sentencia, el Tribunal de Justicia 
declara que la publicación de una sentencia de esa naturaleza en el Diario Oficial no puede constituir el 
único punto de partida posible del plazo de prescripción de la acción que tiene por objeto exigir la 
responsabilidad del legislador nacional por las infracciones del Derecho de la Unión que le sean 
imputables.  

Por último, en cuanto al requisito de que solo son indemnizables los daños producidos en los cinco años 
anteriores a la fecha de publicación de una sentencia del Tribunal de Justicia que declare un 
incumplimiento del Derecho de la Unión por parte del Estado miembro de que se trate o de la que 
resulte la incompatibilidad con el Derecho de la Unión del acto u omisión que haya originado esos daños, 
este requisito pone trabas a que los particulares perjudicados puedan, en todos los casos, obtener una 
reparación adecuada de su perjuicio. Si bien corresponde al ordenamiento jurídico interno de cada 
Estado miembro determinar la cuantía de la reparación y las reglas relativas a la evaluación de los daños 
causados por una infracción del Derecho de la Unión, la reparación de los daños causados a particulares 
por infracciones del Derecho de la Unión debe ser adecuada al perjuicio sufrido.  
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NOTA: El recurso por incumplimiento, dirigido contra un Estado miembro que ha incumplido sus 
obligaciones derivadas del Derecho de la Unión, puede ser interpuesto por la Comisión o por 
otro Estado miembro. Si el Tribunal de Justicia declara que existe incumplimiento, el Estado 
miembro de que se trate debe ajustarse a lo dispuesto en la sentencia con la mayor brevedad 
posible. Si la Comisión considera que el Estado miembro ha incumplido la sentencia, puede 
interponer un nuevo recurso solicitando que se le impongan sanciones pecuniarias. No obstante, 
en caso de que no se hayan comunicado a la Comisión las medidas tomadas para la adaptación 
del Derecho interno a una directiva, el Tribunal de Justicia, a propuesta de la Comisión, podrá 
imponer sanciones en la primera sentencia. 

 


